“Año de las Cumbres Mundiales en el Perú”
[image: image5.png]



 Tribunal Administrativo de CONASEV 

Resolución Nº  206 -2008-EF/94.01.3

Sumilla:  
(i) Se declara fundada en parte la solicitud cautelar de Talingo Corporation disponiéndose la de suspensión provisional del ejercicio de los derechos políticos inherentes a las acciones en Compañía Minera San Ignacio de Morococha S.A., pertenecientes a Clarion Holding Ltd. en número de 3´300,000 y al señor Ross J. Beaty, en número de 1´000,000 que fueran adquiridas por dichas personas el 11 de julio de 2007 hasta que CONASEV resuelva de manera definitiva la denuncia que originó la interposición de la medida cautelar; (ii) Se declara infundada la solicitud de medida cautelar de Talingo Corporation en el extremo referido a que se ordene la suspensión provisional de la obligación de Minera San Ignacio de Morococha S.A. de adaptarse a una sociedad anónima abierta; (iii) Se dispone de oficio la suspensión de los derechos de disposición inherentes a las acciones emitidas por Compañía Minera San Ignacio de Morococha S.A. y adquiridas por Clarion Holding Ltd., en número 3´300,000 y por el señor Ross J. Beaty, en número de 1´000,000 el 11 de julio de 2007, hasta que no haya un pronunciamiento sobre la indicada denuncia; (iv) Se dispone que CONASEV supervisará la eficacia de la medida cautelar, a efectos de que si fuera necesario poder variarla para que no pierda eficacia, sin perjuicio de mantenerse atenta ante la evolución del control de Compañía Minera San Ignacio de Morococha S.A. que infrinja las normas de oferta pública de adquisición; (v) Se dispone que la Dirección de Emisores de la CONASEV inicie el procedimiento administrativo sancionador correspondiente contra Clarion Holding Ltd. y el señor Ross J. Beaty, y; (vi) Se declaran  inadmisibles los escritos de fechas 07 de mayo y 23 de junio de 2008 cursados por Clarion Holding Ltd.  

	Administrado
	:
	Talingo Corporation 

	Asunto
	:
	Solicitud de medida cautelar presentada por Talingo Corporation respecto a las acciones emitidas por Compañía Minera San Ignacio de Morococha S.A. de titularidad de Clarion Holding Ltd. y el señor Ross J. Beaty

	Expediente N°
	:
	2008/001327

	Fecha
	:
	Lima,  julio 21 de 2008


Vistos:
El expediente administrativo N° 2008/001327, el Informe 164-2008-EF/94.06.3 de fecha 26 de febrero de 2008, emitido por la Dirección de Emisores, y los escritos de alegatos presentados por Talingo Corporation y oído el informe oral de sus asesores legales.

Considerando:

Hechos
1. Que, el Estatuto Social de Compañía Minera San Ignacio de Morococha S.A. (en adelante, SIMSA) establece que para la adopción de acuerdos relevantes (aumentos de capital, elegir y remover directores, modificar estatutos, entre otros) se necesita el acuerdo del 80% de las acciones representativas del capital social. Esta disposición estatutaria trae como consecuencia que los acuerdos se adopten de manera consensuada por el poder de veto que tienen los accionistas minoritarios;

2. Al 10 de julio de 2007, Clarion Holding Ltd. (en adelante, Clarion) era titular del 44.81% de las acciones comunes representativas del capital social de SIMSA;

3. El 11 de julio de 2007, Clarion adquirió en Rueda de Bolsa tres millones trescientas mil acciones (3`300,000) comunes que representan el 4.03563% del capital social de SIMSA. Con dicha adquisición, Clarión incrementó su participación en el capital social de SIMSA del 44.81% al 48.84563%;

4.  Asimismo, en esa fecha, es decir el 11 de julio de 2007 y con una diferencia temporal de catorce (14) segundos, el señor Ross J. Beaty (en adelante, señor Beaty) adquirió un millón (1’000,000) de acciones emitidas por SIMSA, convirtiéndose así en titular del 1.224295% del capital social de dicha sociedad;

5. Posteriormente, el 21, 22 y 23 de diciembre de 2007, el señor Víctor Ostolaza, representante de Clarion y director de SIMSA, suscribió aproximadamente ochocientos setenta (870) contratos de donación mediante los cuales otorgó a favor de igual número de trabajadores de SIMSA, paquetes de diez (10) acciones cada uno, contratos de donación en los que los donatarios se comprometen a no transferir las acciones donadas a ninguna persona por un plazo de 18 meses contados a partir de la fecha de la firma de los contratos, restricción que a su vez fue instruida con el carácter de irrevocable a la sociedad agente de bolsa en cuya matriz se encuentran registradas las acciones;

6. El 28 de diciembre de 2007, Talingo Corporation (en adelante, Talingo), titular del 22.36% del capital social de SIMSA interpuso una denuncia (en adelante, Denuncia) contra Clarion y el señor Beaty por presunta infracción a los artículos 68º del Texto Único Ordenado de la Ley del Mercado de Valores, aprobado por Decreto Supremo Nº 093-2002-EF (en adelante, LMV) y los artículos 4º y 6º del Reglamento de Oferta Pública de Adquisición y de Compra de Valores por Exclusión, aprobado por Resolución CONASEV Nº 09-2006-EF/94.10 y sus normas modificatorias (en adelante, Reglamento de OPA);

7. En la denuncia, Talingo solicitó fundamentalmente lo siguiente: (a) Que se investigue la presunta actuación concertada entre Clarion y el señor Beaty para la adquisición de participación significativa en SIMSA, incumpliendo con la obligación de realizar una Oferta Pública de Adquisición (en adelante, OPA); (b) Que se investigue respecto de la celebración de los contratos de donación, por parte de Clarion, a favor de los trabajadores de SIMSA, con el objeto de convertirla en una sociedad anónima abierta; y de ser el caso, se ordene la realización de una OPA por el 24.999951% de las acciones con derecho a voto de SIMSA, por un precio no menor de S/. 8.20 (Ocho y 20/100 Nuevos Soles) por acción; (c) Que se suspenda el ejercicio de los derechos políticos de la totalidad de acciones emitidas por SIMSA de titularidad de Clarion y el señor Beaty; (d) Que se suspenda indefinidamente la negociación bursátil y extrabursátil de las acciones con derecho a voto emitidas por SIMSA mientras dure la investigación; (e) Que se realice una inspección de los registros principales de SIMSA, tales como libro de actas de junta de accionistas, libro de actas de directorio y libro de matrícula de acciones como parte de la investigación; (f) Que se divulgue al mercado los hechos descritos en la Denuncia, así como su notificación al Área de Emisores de la Bolsa de Valores de Lima S.A., SIMSA, CAVALI S.A. ICLV (en adelante, CAVALI) y a las personas y/o entidades que se consideren pertinentes, y; (g) Que se suspenda la obligación de SIMSA de adaptarse a una sociedad anónima abierta;

8. Mediante carta notarial de fecha 09 de enero de 2008, recibida en esa misma fecha, Clarión solicitó al Directorio de SIMSA proceder a realizar la convocatoria a junta general de accionistas para tratar la modificación del Estatuto social para la adaptación a sociedad anónima abierta y la delegación de facultades para la formalización de acuerdos. La solicitud de Clarion se ampara en el hecho que, al cierre del ejercicio 2007, SIMSA contaba con más de 750 accionistas y por tanto ha devenido en una sociedad anónima abierta de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249º de la Ley General de Sociedades (en adelante, LGS), resultando por tanto obligatoria la adaptación a dicho régimen societario en observancia de lo dispuesto por el artículo 263º de la citada Ley;
9. Mediante Resolución Directoral de Emisores Nº 105-2008-EF/94.06.3 de fecha 10 de julio de 2008 se dispuso la convocatoria a Junta General de Accionistas de SIMSA para los días se llevará a cabo en primera convocatoria el  07 de agosto de 2008 a las 08:30 horas, en segunda convocatoria el 11 de agosto de 2008 a las 08:00 horas y en tercera convocatoria el 21 de agosto de 2008 a las 08:00 horas. El tema de la agenda a tratar (i) Modificación del Estatuto Social para adaptar sus disposiciones a las normas imperativas que rigen a las sociedades anónimas abiertas; y (ii) Delegación de facultades para la formalización de acuerdos. Con fecha 12 de julio de 2008, mediante aviso publicado tanto en el Diario Oficial El Peruano como en el diario El Comercio, CONASEV hizo efectiva la convocatoria a dicha junta general de accionistas;
De la solicitud de medida cautelar

10. Con fecha 16 de enero de 2008, Talingo solicitó una medida cautelar para que se disponga:

a) Que, de conformidad con lo establecido por el artículo 72º de la LMV, concordado con el artículo 54º del Reglamento de OPA, se ordene la suspensión provisional del ejercicio de los derechos políticos inherentes a la totalidad de las acciones en SIMSA, pertenecientes a Clarion y al señor Beaty, hasta que CONASEV resuelva de manera definitiva la denuncia que originó la interposición de la medida cautelar.

b) Que se ordene la suspensión provisional de la obligación de SIMSA de convertirse a una sociedad anónima abierta, hasta que CONASEV resuelva de manera definitiva la denuncia que originó la interposición de la medida cautelar;

11. Respecto a los requisitos establecidos para el amparo de la referida medida cautelar, cabe señalar que sobre la verosimilitud en el derecho invocado, Talingo sostiene que existen indicios suficientes para considerar que Clarion y el señor Beaty actuaron de forma concertada a efectos de adquirir el control sobre SIMSA;

12. Sobre el peligro en la demora, Talingo sostiene que la adecuación de SIMSA bajo la forma de una sociedad anónima abierta generaría la posibilidad que Clarion y el señor Beaty, actuando de forma concertada, adopten acuerdos calificados que puedan generar perjuicios a los accionistas minoritarios de SIMSA;

Cuestiones previas

13. A fin de resolver el pedido de medida cautelar, este Tribunal Administrativo considera necesario analizar dos situaciones previas, sin las cuales es imposible entrar al fondo del pedido: (i) La legitimidad de Talingo para solicitar medidas cautelares, y; (ii) La competencia del Tribunal Administrativo para pronunciarse respecto de la solicitud cautelar;

(i) La legitimidad de Talingo para solicitar medidas cautelares

14. Como ya se ha indicado, con fecha 28 de diciembre de 2007, Talingo interpuso una Denuncia contra Clarion y el señor Beaty por presunta infracción a los artículos 68º de la LMV y los artículos 4º y 6º del Reglamento de OPA;

15. El artículo 29º de la Ley deL Procedimiento Administrativo General, Ley Nº 27444 (en adelante, LPAG),  dispone que el procedimiento administrativo es “el conjunto de actos y diligencias tramitados en las entidades, conducentes a la emisión de un acto administrativo que produzca efectos jurídicos individuales o individualizables sobre intereses, obligaciones o derechos de los administrados”. El artículo 50º de la citada Ley establece que son sujetos del procedimiento administrativo los administrados y la autoridad administrativa y, a su vez, su artículo 51º dispone que los administrados son aquellos que promueven el procedimiento administrativo como titulares de intereses y derechos individuales o colectivos y aquellos que sin haberlos promovido son titulares de derechos e intereses que pudieran verse afectados en el procedimiento;
16. En ese contexto, la LPAG regula el régimen de actuación de los administrados dentro de un procedimiento administrativo, la cual está regida, fundamentalmente, por las garantías que integran el derecho al debido procedimiento administrativo, conforme lo establece el Artículo IV, numeral 1.2., del Título Preliminar de la mencionada Ley; 

17. Ahora bien, la denuncia de Talingo ha sido realizada dentro del marco de la LMV, cuya finalidad es, de acuerdo a lo señalado por su artículo 1º, promover el desarrollo ordenado y la transparencia del mercado de valores, así como la adecuada protección del inversionista;
18. Sin perjuicio de ello y por la naturaleza de la denuncia, ésta supone el ejercicio de la potestad sancionadora de CONASEV, por lo cual su procedimiento administrativo debe sujetarse al régimen establecido en la LPAG, LMV y el Reglamento de Sanciones de CONASEV, aprobado por Resolución CONASEV Nº 055-2001-EF/94.10 y sus normas modificatorias (en adelante, Reglamento de Sanciones); 
19. Bajo este marco normativo debe señalarse que conforme ha sido expuesto en los considerandos precedentes, Talingo es titular del 22.36% del capital social de SIMSA, por lo que al interponer la denuncia no ha actuado como cualquier tercero sino como un inversionista, cuya adecuada protección es promovida por el artículo 1º de la LMV;

20. Si bien es verdad que el artículo 235.1. de la LPAG señala que el procedimiento administrativo sancionador se inicia siempre de oficio, es posible que lo discutido en él sea de interés de algunos administrados, porque sin perjuicio de la sanción que se pretende imponer al infractor, la conducta sobre la que se discute puede suponer la vulneración de derechos e intereses legítimos particulares, además, de los intereses generales que son los que justifican la imposición de una sanción. De esta manera, de conformidad con lo establecido en el artículo 51º de la LPAG, el administrado cuyo interés ha sido lesionado por la conducta que es materia de un procedimiento administrativo sancionador, también es sujeto de dicho procedimiento en la medida que su derecho se ha visto afectado y por tanto su actuación se debe adecuar a lo establecido por el Artículo IV, numeral 1.2., del Título Preliminar y el artículo 54º de la LPAG;
21. En el presente caso, la denuncia de Talingo no sólo supone el ejercicio del derecho de petición que corresponde a cualquier ciudadano para denunciar una infracción, sino que denota un interés legítimo individual, en la medida que de la alegación de los hechos expuestos en su denuncia se advierte la afirmación de una lesión a dicho interés particular, en concreto, a su derecho como accionista de SIMSA a percibir una prima de control en la medida que la capacidad de controlar la sociedad se habría desplazado a Clarion y al señor Beaty sin observar las normas de OPA, hechos que requerirán ser ventilados y merituados en el procedimiento administrativo sancionador; 
22. Con ello, el resultado del procedimiento administrativo sancionador a iniciarse no sólo repercutiría en la esfera jurídica de los sujetos denunciados, sino también en la de Talingo pues, de comprobarse los hechos denunciados, se podría obtener una decisión no solamente destinada a sancionar a los supuestos infractores sino, además, a disponer medidas correctivas que podrían beneficiar patrimonial y directamente al denunciante en su condición de accionista de SIMSA;
23. De esta manera, siendo que Talingo tiene interés en el resultado del procedimiento administrativo sancionador materia de su denuncia, puede intervenir y participar en él, ejerciendo todos los derechos que supone el debido procedimiento administrativo. En ese sentido, este Tribunal Administrativo considera que una interpretación contraria no sería conforme a la Constitución en la medida que supondría lesionar su derecho a la defensa;

24. Por ello, Talingo tiene en este procedimiento los derechos propios del debido procedimiento administrativo que, entre otros aspectos, le permiten alegar, probar e impugnar. Desconocer su legitimidad para obrar, supondría infringir gravemente su derecho al debido proceso reconocido expresamente en el artículo 139º, inciso 3, de la Constitución Política;

25. Por lo expuesto, este Tribunal Administrativo es del criterio que, para el presente caso, no resulta de aplicación lo señalado en el sexto párrafo del artículo 10-A del Reglamento de Sanciones —previsto para aquel administrado que no sustenta ni necesita sustentar la afectación inmediata “algún derecho o interés legítimo”, porque no es parte ni tercero legitimado y consecuentemente no puede realizar ningún acto procesal— puesto que se ha evidenciado la existencia de un interés individual que justifica la participación de Talingo; 

(ii) La competencia del Tribunal Administrativo para dictar medidas cautelares en el presente procedimiento

26. Habiendo dilucidado la participación de Talingo en el procedimiento administrativo sancionador, corresponde ahora que apreciemos si en tal calidad puede o no solicitar medidas cautelares, más aún si durante el informe oral que se ha llevado a cabo para resolver esta solicitud —y también a través de sus escritos de alegatos presentados posteriormente—, Talingo ha argumentado en el sentido que, como parte integrante de su derecho al debido proceso, le corresponde el derecho fundamental a la tutela cautelar;
27. El Tribunal Administrativo tiene reconocida la facultad de dictar medidas cautelares en el artículo 10º, inciso g), del Reglamento de Organización y Funciones, aprobado por Decreto Supremo Nº 038-2007-E, y en el artículo 8º, inciso l), de su Estatuto, aprobado por Resolución CONASEV 030-2007-EF/94.10, que prevén su competencia en los casos sometidos a su conocimiento. Frente a ello, cabría preguntarse si esta competencia se extiende a aquellas solicitudes de tutela cautelar interpuestas de manera previa a que el Tribunal Administrativo conozca el procedimiento administrativo sancionador tal como lo sostiene el Informe Nº 164-2008-EF/94.06.3
 o más bien si se debe adoptar una interpretación literal a pesar de que ésta pueda lesionar el derecho al debido procedimiento del administrado; 
28. Al respecto, debe indicarse que el derecho de los administrados de solicitar medidas cautelares en el ámbito del mercado de valores es un derecho fundamental que se deriva del artículo 139º, inciso 3, de la Constitución Política;

29. En efecto, nuestro Tribunal Constitucional ha señalado, en la STC Nº 00015-2005-AI
, que el derecho de tutela cautelar es un derecho fundamental el mismo que no es privativo de cortes judiciales sino que también es extensivo a la sede administrativa;

30. La doctrina también se orienta en esa misma línea, siendo que Francisco Chamorro Bernal
 ha señalado que “Ensamblando todos estos preceptos a través de este mecanismo regulador que es el principio de tutela judicial efectiva, fácilmente se desemboca en la consecuencia de que (…) nuestro derecho nacional alberga ya en su seno ese derecho a la tutela cautelar, que está inserto en aquél. Lo que he visto por su envés, significa que el deber que tienen tanto la Administración como los tribunales de acordar la medida cautelar que sea necesaria para asegurar la plena efectividad del acto Terminal (resolución administrativa, o en su caso, judicial)”;

31. Siendo entonces la tutela cautelar un derecho fundamental, éste le otorga a su titular un derecho efectivo que tiene como correlato un deber de la administración pública de tramitar, conceder y ejecutar las medidas cautelares que le sean solicitadas siempre que se cumplan los presupuestos para ello, aún cuando dicha posibilidad no haya sido desarrollada legislativamente, puesto que no resulta admisible que en un estado derecho, el ejercicio a la tutela cautelar solamente pueda existir en tanto y en cuanto el legislador lo contemple o lo desarrolle en una norma con rango de Ley;   

32. Como ya se ha indicado el Tribunal Administrativo se encuentra facultado para dictar medidas cautelares con prescindencia de si se hubiera iniciado o no un procedimiento administrativo sancionador, siendo necesario precisar que, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, la tutela cautelar es un derecho fundamental y, por tanto, aún en ausencia de previsión legal y reglamentaria, la administración pública no puede sustraerse de su deber de otorgar dicha cautela
;

33. Por tanto, este Tribunal Administrativo es plenamente competente para conocer, evaluar, tramitar y eventualmente conceder la medida cautelar solicitada por Talingo;
De la evaluación de la solicitud cautelar formulada por Talingo
A. Marco conceptual: Presupuestos de la solicitud cautelar
34. Son presupuestos de la solicitud de la medida cautelar la apariencia de fundabilidad de la pretensión principal (verosimilitud), peligro en la demora y la adecuación; 
35. La verosimilitud está referida a que el solicitante deberá demostrar al operador del derecho que la pretensión principal —la cual se pretende garantizar— tiene una posibilidad razonable de ser declarada fundada en el pronunciamiento final. Siendo que esta medida se solicita en el transcurso del proceso, resulta imposible tener certeza que la medida solicitada garantizará el futuro derecho a ser considerado por la decisión final, debiendo tenerse en cuenta, además, que la propia urgencia en la búsqueda de un mecanismo que acabe con la situación de peligro, impide un análisis detallado de la fundabilidad de la pretensión llevada al procedimiento
 (fumus boni iuris);

36. El peligro en la demora (periculum in mora) constituye el presupuesto más importante de la medida cautelar
 y está referido a la amenaza de que el proceso se torne ineficaz durante el tiempo transcurrido desde el inicio de la relación procesal hasta el pronunciamiento definitivo. Su existencia no solamente está sustentado en actos maliciosos del denunciado que impidan las pretensiones del denunciante, sino que el solo transcurso del tiempo constituye, de por sí, un estado de amenaza que merece una tutela especial. El periculum in mora está destinado a proteger que lo pedido al momento de demandar (petitorio) sea pasible de obtener una tutela efectiva en caso de que la decisión final declare fundada la pretensión;
37. La adecuación está directamente relacionada con la necesidad de que se otorguen medidas cautelares que sean congruentes y proporcionales con el objeto que es materia de tutela
 y se funda en las premisas de mantener la igualdad en el proceso y evitar perjuicios innecesarios. Cuando se habla de congruencia se hace referencia a la correlación lógica que necesariamente debe establecerse entre la cautelar concedida y el objeto de la tutela y cuando se habla de proporcionalidad se hace referencia a la calificación cuantitativa y no cualitativa en la correlación necesaria que debe existir entre la medida otorgada y el objeto que ésta busca asegurar;  
38. Para el caso, la medida cautelar que se otorga debe permitir que la medida correctiva que se vaya a otorgar en la resolución final se pueda ejecutar;

B. De la medida cautelar solicitada: Evaluación de los presupuestos cautelares 

(i) De la solicitud cautelar
39. Como ya se ha indicado, Talingo ha solicitado lo siguiente:

a) Que, de conformidad con lo establecido por el artículo 72º de la LMV, concordado con el artículo 54º del Reglamento de OPA, se ordene la suspensión provisional del ejercicio de los derechos políticos inherentes a la totalidad de las acciones en SIMSA, pertenecientes a Clarion y al señor Beaty, hasta que CONASEV resuelva de manera definitiva la denuncia que originó la interposición de la medida cautelar.

b) Que se ordene la suspensión provisional de la obligación de SIMSA de convertirse a una sociedad anónima abierta, hasta que CONASEV resuelva de manera definitiva la denuncia que originó la interposición de la medida cautelar;


(ii) De la verosimilitud 

40. Talingo ha denunciado que las adquisiciones de acciones de SIMSA del 11 de julio de 2007 realizadas por Clarion y el señor Beaty y la posterior donación (21, 22 y 23 de diciembre de 2007) a más de 750 personas de un paquete de diez acciones a cada una por parte de Clarion, no tendrían ninguna relevancia jurídica si es que no estuvieran dirigidas, mediante una evidente estrategia concertada entre dichas personas, hacia la adquisición de una participación significativa en SIMSA y hacia su posterior transformación en una sociedad anónima abierta;

41. Ello con la finalidad de tomar el control absoluto de dicha sociedad, habida cuenta que para dicha forma societaria —la de sociedad anónima abierta— rigen un quórum y mayorías significativamente menores a las establecidas por el Estatuto Social de SIMSA, el cual exige, para acuerdos importantes, mayorías del 80% de las acciones, lo que hace necesario un consenso entre los accionistas para la adopción de acuerdos y confiere un poder de veto importante a los accionistas minoritarios frente a eventuales acuerdos que los pudieran afectar;

42. Según sostiene Talingo, la estrategia se ha desarrollado para tener el control absoluto de SIMSA. El primer acto de dicha estrategia se habría configurado con las adquisiciones de fecha 11 de julio de 2007 que realizaron Clarion y el señor Beaty, cuya tenencia conjunta representa el 50.069925% del capital social de SIMSA; el segundo acto se configura con las donaciones de acciones realizadas por Clarion a más de 750 personas, pues esto ha determinado que SIMSA tenga la condición de sociedad anónima abierta, cuya consecuencia es la reducción de quórum y mayorías para adoptar acuerdos, que es lo que precisamente (con su tenencia conjunta del 50.069925% del capital social) les permite tener el control absoluto de la sociedad, habida cuenta que la exigencia establecida por la Ley General de Sociedades con respecto a quórum y mayorías en este tipo de forma societaria en ningún caso exige una cantidad mayor al 50% más una acción;

43. Como prueba de lo afirmado en su denuncia, presenta una serie de indicios cuya apreciación y lectura conjunta —a criterio de Talingo— explican de manera razonable y suficiente la concertación entre Clarion y el señor Beaty para tomar el control de SIMSA, precisando además que no existen contraindicios que muestren una explicación distinta, razonable y verosímil a los hechos materia de la Denuncia ; 
44. Talingo señala que los indicios son los siguientes: (1) El valor pagado por el señor Beaty por las acciones de SIMSA el 11 de julio de 2007 no resulta razonable a menos que se considere que conlleva el pago de una prima de control; (2) El porcentaje de acciones comunes adquirido por el señor Beaty —experto especulador— no obstante que las acciones de inversión de SIMSA son más líquidas; (3) Oportunidad de las adquisiciones realizadas por Clarion y el señor Beaty —dos adquisiciones con tan solo 14 segundos de diferencia—; (4) Proximidad de los porcentajes adquiridos por Clarion y el señor Beaty a efectos de alcanzar una participación significativa justo por encima del 50%; (5) Participación de la señora Isabel Arias de Millership en la adquisición del señor Beaty; (6) Defensa del señor Beaty por parte de Clarion; (7) La transformación de SIMSA a una sociedad anónima abierta como efecto del incremento de su número de accionistas —por un acto supuestamente altruista de Clarion— es el acto que da sentido a todo lo anterior, más aún si la donación se hizo con bloqueo del derecho de disposición por parte de los donatarios; 
45. En efecto, se ha corroborado que el Estatuto Social de SIMSA vigente a la fecha exige para acuerdos trascendentes (como se aprecia de su artículo vigésimo quinto), mayorías del 80% de las acciones, lo que hace necesario un consenso entre los accionistas para la adopción de acuerdos y confiere un poder de veto importante a los accionistas minoritarios frente a eventuales acuerdos que los pudieran afectar (artículos vigésimo sétimo y trigésimo noveno, literal B, del Estatuto social de SIMSA);

46. Conforme se aprecia en el Informe Nº 164-2008-EF/94.06.3 de la Dirección de Emisores, se encuentra debidamente acreditado que las adquisiciones de acciones emitidas por SIMSA realizadas por Clarion y el señor Beaty el 11 de julio de 2007 se dieron con una diferencia de 14 segundos;

47. Adicionalmente a ello, del citado Informe Nº 164-2008-EF/94.06.3, se puede apreciar que es un hecho objetivo que con las adquisiciones realizadas el 11 de julio de 2007 entre Clarion (sumada a su tenencia anterior) y el señor Beaty, la tenencia conjunta de ambas personas supera el 50% del accionariado de SIMSA
;
48. Si bien la adquisición de más del 50% de las acciones de SIMSA por parte de Clarion y el señor Beaty —sin perjuicio del análisis del cruce de dicho umbral
— no significa el desplazamiento real del control hacia los adquirentes por las características estatutarias de SIMSA, el hecho que en el mes de diciembre de 2007 —es decir, pocos meses después de las adquisiciones a que se refieren los dos considerandos precedentes— Clarion haya realizado donaciones de paquetes de 10 acciones cada uno a más de 750 personas (según indica el Informe Nº 164-2008-EF/94.06.3), si generaría un escenario en el que la tenencia de más del 50% del accionariado signifique la adquisición real del control al originar la adaptación a sociedad anónima abierta, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 249º, inciso 2, de la LGS, puesto que las mayorías establecidas por dicha Ley para dicho régimen societario son significativamente menores a los establecidos en el actual Estatuto de SIMSA;

49. A ello debe agregarse que, según se desprende de los contratos de donación que obran en el expediente así como de las cartas remitidas a Centura sociedad agente de bolsa, los donatarios de las acciones tienen bloqueado su derecho de disposición sobre las mismas, en la medida que en la cláusula sexta de los referidos contratos se ha pactado que “el donatario se obliga a no transferir las acciones a ninguna persona por un plazo de dieciocho meses contado a partir de la fecha del presente contrato”;
50. Adicionalmente a lo anterior, debe indicarse que también se encuentra debidamente acreditado que mediante carta notarial de fecha 09 de enero de 2008, Clarion solicitó al Directorio de SIMSA proceder a realizar la convocatoria a junta general de accionistas para tratar la modificación del Estatuto social para la adaptación a sociedad anónima abierta y la delegación de facultades para la formalización de acuerdos, amparándose en el hecho que, al cierre del ejercicio 2007, SIMSA contaba con más de 750 accionistas, siendo necesario precisar que a la fecha se encuentra en curso una convocatoria para tal fin realizada por CONASEV, a solicitud de la propia Clarion, mediante aviso publicado tanto en el Diario Oficial El Peruano como en el diario El Comercio el 12 de julio de 2008; 
51. En lo relativo al indicio sobre el porcentaje de acciones comunes adquirido por el señor Beaty debe indicarse que la motivación para tal operación no hallaría una explicación razonable en la mera especulación de las acciones comunes de SIMSA, conducta que caracterizaría al citado señor según el Informe Nº 164-2008-EF/94.06.3 y lo afirmado por Talingo a través de sus diversos escritos
, habida cuenta del bajo nivel de liquidez de dichas acciones ya que no registran movimiento o dinamismo bursátil considerable, lo que trae como consecuencia que dicho valor tenga poco atractivo para un inversionista con ánimo especulativo, reforzándose así el argumento de la existencia de una motivación relacionada con la toma de control de SIMSA; 

52. En cuanto al indicio en el sentido que el valor pagado por el señor Beaty por las acciones de SIMSA el 11 de julio de 2007 no resulta razonable a menos que se considere que conlleva el pago de una prima de control, debe indicarse que, si bien las acciones comunes de la sociedad registraban poco movimiento y las operaciones eran de poca entidad o envergadura, en principio, el precio pagado por el señor Beaty estaría dentro de los rangos en los que se negociaba dicho valor, aunque posteriormente el valor registra una caída bastante acentuada en cuanto a su precio, según se observa del portal de CONASEV. Adicionalmente, cabe indicar que Talingo ha presentado una valorización de parte con respecto a las acciones de SIMSA al 30 de junio de 2007, mediante la cual se evidenciaría que el precio de las acciones de SIMSA —valorizadas sobre la base de información pública— sería significativamente menor al precio pagado por el señor Beaty, lo cual convertiría a este hecho en un indicio con respecto a las razones que habría tenido dicho señor para realizar la adquisición, lo cual deberá ser investigado por el órgano instructor en el principal; 

53. Con respecto a la participación de la señora Isabel Arias de Millership en la operación de adquisición del señor Beaty del 11 de julio de 2007, es necesario señalar que, en efecto, se encuentra acreditado que dicha señora fue quien comunicó a la sociedad agente de bolsa Credibolsa y a representantes de Clarion del interés del señor Beaty de adquirir una participación en el capital social de SIMSA, sin embargo no se ha acreditado la relación entre dicha señora y Clarion;

54. Finalmente, en lo que referido al indicio sobre la defensa que hace Clarion del señor Beaty, según afirmaciones de Talingo, debemos indicar que dicho elemento por sí mismo no evidencia concertación, sin embargo es un elemento que debe ser apreciado en conjunto con los demás indicios;   
55. De la apreciación conjunta de los indicios debidamente acreditados a los que se ha hecho referencia entre los considerandos 45 y 54, este Tribunal Administrativo considera que es probable que haya habido una toma de control concertada entre Clarion y el señor Beaty, lo que en aplicación de lo dispuesto en el artículo 68º de la LMV concordado con el artículo 4º, inciso c), del Reglamento de OPA, habría generado la obligación de realizar una OPA la que precisamente se habría omitido en este caso, lo que además se ratifica con la propia declaración de Clarion que obra en el Informe Nº 164-2008-EF/94.06.3 según la cual las donaciones realizadas se habrían hecho con el propósito de quebrar el régimen estatutario vigente que fuerza los consensos
, en la medida que son esas donaciones las que generan la necesidad de adaptación a un régimen de sociedad anónima abierta en la que la tenencia conjunta de más del 50% del capital social por parte de Clarion y el señor Beaty determinaría el desplazamiento del control de SIMSA en su beneficio, lo que a juicio de este colegiado configura el presupuesto de la verosimilitud del derecho requerido para la concesión de una medida cautelar; 
(iii) Del peligro en la demora 

56. Talingo sostiene que la adecuación de SIMSA bajo la forma de una sociedad anónima abierta generaría la posibilidad latente que Clarion y el señor Beaty, actuando de forma concertada, adopten acuerdos calificados que puedan generar perjuicios a los accionistas minoritarios de SIMSA;

57. Tal como ya se ha señalado el peligro en la demora está referido a la amenaza de que el procedimiento se torne ineficaz durante el tiempo transcurrido hasta el pronunciamiento definitivo. En el caso a que se contrae la presente Resolución, se aprecia que, en efecto, ante una convocatoria a junta general de accionistas, el órgano societario debe acordar la adaptación de SIMSA a sociedad anónima abierta, lo cual conlleva, por un lado, una reducción significativa en los porcentajes sobre mayorías —y con ello la pérdida del derecho de veto de los accionistas minoritarios contemplado en el actual Estatuto Social de SIMSA— y, por otro lado, podría conllevar a que se adopten acuerdos que afecten los derechos de los accionistas minoritarios;  

58. Según ha señalado Talingo, en su condición de accionista podría sufrir perjuicios irreparables como producto de la adaptación en los temas que corresponde evaluar y acordar ya sea a nivel de junta general de accionistas
 como de directorio
; 

59. De acuerdo con lo expuesto, tenemos que esperar el pronunciamiento final de la administración de CONASEV ante la denuncia formulada por Talingo, podría ocasionar que durante dicho intervalo de espera tengan lugar juntas de accionistas y sesiones de directorio en las cuales se adopten acuerdos que supongan afectaciones a Talingo en su condición de accionista de SIMSA o que los denunciados (Clarion y el señor Beaty) transfieran las acciones cuya adquisición —supuestamente concertada— para tomar control en SIMSA ha denunciado Talingo;
60. En consecuencia, la solicitud cautelar formulada por Talingo también cumple con el presupuesto cautelar de peligro en la demora, máxime si con fecha 12 de julio de 2008, mediante aviso publicado tanto en el Diario Oficial El Peruano como en el diario El Comercio, CONASEV ha convocado a junta general de accionistas, la cual tratará como uno de sus puntos de agenda la adaptación de SIMSA al régimen de sociedad anónima abierta;
61. Lo anterior, supone que se deben adoptar las medidas necesarias para que los derechos de Talingo, como accionista de SIMSA, no se vean afectadas por los eventuales acuerdos que se pudieran adoptar en el marco de un nuevo régimen societario. En ese sentido, las medidas a adoptar deben hacerse con arreglo a lo dispuesto por el artículo 72º
 de la LMV; 
(iv) De la adecuación 

62. La medida cautelar que debe otorgar este Tribunal Administrativo debe ser congruente y proporcional con el objeto que es materia de tutela;

63. Para tal efecto es preciso señalar que la pretensión principal del denunciante está orientada a demostrar que Clarion y el señor Beaty han adquirido control en el capital de SIMSA de manera concertada y que por tanto CONASEV debe ordenar la realización de una OPA por el 24.999951% del capital social de SIMSA;

64. Frente a la pretensión principal antes anotada, Talingo ha formulado una solicitud cautelar para que, de conformidad con lo establecido por el artículo 72º de la LMV, concordado con el artículo 54º del Reglamento de OPA, se ordene la suspensión provisional del ejercicio de los derechos políticos inherentes a la totalidad de las acciones en SIMSA, pertenecientes a Clarion y al señor Beaty, y se ordene además la suspensión provisional de la obligación de SIMSA de convertirse a una sociedad anónima abierta, hasta que CONASEV resuelva de manera definitiva la denuncia que originó la interposición de la medida cautelar;


65. Como se aprecia, existe congruencia entre la pretensión principal de Talingo en el procedimiento y su solicitud de medida cautelar puesto que la eventual determinación de existencia de concertación entre Clarion y el señor Beaty derivaría en la obligación de éstos de formular una OPA o eventualmente vender el porcentaje que les permitió adquirir el control, supuesto en el cual resultaría razonable que las acciones de dichos accionistas se encuentren suspendidas en sus derechos políticos;
66. No obstante lo señalado en el considerando previo, también corresponde hacer una evaluación sobre la proporcionalidad del contenido de la solicitud cautelar. En este punto corresponde señalar que la solicitud de suspensión provisional del ejercicio de los derechos políticos inherentes a la totalidad de las acciones en SIMSA, pertenecientes a Clarion y al señor Beaty,  a criterio de este Tribunal Administrativo, no guarda proporcionalidad con el bien materia de tutela puesto que la medida tendría por objetivo evitar que la participación conjunta de ambos accionistas de SIMSA, eventualmente, resulte determinante en los acuerdos que pueda adoptar la junta general de accionistas de dicha sociedad. Para ello bastaría con suspender los derechos de las acciones emitidas por SIMSA adquiridas por Clarion y el señor Beaty el 11 de julio de 2007 y no de la totalidad de las acciones pertenecientes a Clarion, habida cuenta que una medida de esa naturaleza dejaría sin participación a dicho accionista y sus derechos se podrían ver afectados por los acuerdos que adopten los otros accionistas; 

67. Por otro lado, respecto a la solicitud de que se ordene la suspensión provisional de la obligación de SIMSA de convertirse a una sociedad anónima abierta hasta que se resuelva de manera definitiva la denuncia, este Tribunal Administrativo considera que esta medida cautelar resultaría innecesaria atendiendo a la suspensión de los derechos políticos a la que se refiere el considerando precedente. 

68. En consecuencia, este Tribunal Administrativo es del criterio que la solicitud de medida cautelar debe declararse infundada en el extremo de que se ordene la suspensión provisional de la obligación de SIMSA de convertirse a una sociedad anónima abierta y parcialmente fundada con respecto a la suspensión de los derechos políticos de las acciones de Clarion y del señor Beaty en el extremo referido al caso de las adquiridas el 11 de julio de 2007; 
C. Medida cautelar de oficio

69. De acuerdo a lo establecido en el artículo 611º del Código Procesal Civil, la potestad de dictar medidas cautelares no se encuentra restringida a aquellas que expresamente se han solicitado, sino que se permite al juzgador el dictado de cualquier otra medida cautelar, siempre que se considere adecuada a garantizar la eficacia de la decisión que se dictaría al término del proceso, facultad que se encuentra ratificada con lo establecido en el artículo 8º, inciso l), del Estatuto del Tribunal Administrativo de la CONASEV;

70. En ese sentido, en el presente caso, dentro del marco de la protección del accionista minoritario al que se refiere el artículo 1º de la LMV, la Resolución cuya eficacia se pretende garantizar puede incluir, al amparo de lo dispuesto por el artículo 72º de la LMV, el dictado de una medida correctiva consistente en la suspensión de los derechos inherentes a las acciones adquiridas con infracción a las normas de OPA, entre los cuales se encuentra el derecho de disposición sobre dichas acciones por parte de sus titulares;
71. En ese sentido,  habiéndose establecido en la presente Resolución cómo a juicio de este Tribunal Administrativo, se cumple con el requisito de la verosimilitud del derecho, es preciso señalar que durante el tiempo que dure el procedimiento administrativo, existe el riesgo que Clarion y el señor Beaty transfieran las acciones adquiridas el 11 de julio de 2007, haciendo de este modo absolutamente ineficaz la medida correctiva que pudiera dictarse, este Tribunal Administrativo considera necesario, además,  disponer la suspensión del derecho de disposición, de las acciones emitidas por SIMSA y adquiridas por Clarion y el señor Beaty el 11 de julio de 2007 en tanto no haya un pronunciamiento sobre la indicada denuncia; 

72. Asimismo, en el marco de lo dispuesto por el artículo 72º de la LMV que contempla la suspensión de los derechos inherentes a las acciones —sin perjuicio de lo concluido en los considerandos 65 y 66— y con la finalidad de garantizar una eventual medida correctiva que se dicte en el pronunciamiento sobre la denuncia formulada por Talingo, este Tribunal Administrativo considera necesario, además, disponer de oficio la suspensión del derecho de disposición, de las acciones emitidas por SIMSA y adquiridas por Clarion y el señor Beaty el 11 de julio de 2007 en tanto no haya un pronunciamiento sobre la indicada denuncia;

D. Inicio del procedimiento administrativo sancionador 

73. Finalmente, es necesario señalar que, habiéndose determinado la existencia de verosimilitud como presupuesto para el otorgamiento de la medida cautelar, y al amparo de lo dispuesto por el Artículo IV, incisos 1.3 y 1.10, del Título Preliminar de la LPAG, artículo 8º, incisos p) y s) de su Estatuto, este Tribunal Administrativo considera que resulta necesario que el órgano instructor, la Dirección de Emisores de la CONASEV, proceda con la iniciación del procedimiento administrativo sancionador en atención a la denuncia formulada por Talingo contra Clarion y el señor Beaty , con el objeto que en una amplia investigación y con las garantías del debido proceso se logre que la instrucción aporte mayores elementos de juicio que contribuyan a la adopción de la decisión definitiva;
E. De los escritos presentados por Clarion

74. No obstante que la tramitación de solicitudes cautelares, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 637º del Código Procesal Civil (norma supletoria aplicable al presente caso), opera inaudita pars, es decir, sin conocimiento de la otra parte, Clarion ha cursado escritos de fechas 07 de mayo y 23 de junio de 2008 a este colegiado, los cuales deben ser declarados inadmisibles por la misma naturaleza del trámite de una medida cautelar;

Estando a lo dispuesto en el Estatuto del Tribunal Administrativo, aprobado por Resolución CONASEV Nº 030-2007-EF/94.10, así como con el voto unánime de los señores vocales del Tribunal Administrativo de CONASEV reunidos en sesión de fecha 21 de julio de 2008.
Se Resuelve:

Artículo 1º.- Declarar fundada en parte la solicitud cautelar de Talingo Corporation disponiéndose la suspensión provisional del ejercicio de los derechos políticos inherentes a las acciones en Compañía Minera San Ignacio de Morococha S.A., pertenecientes a Clarion Holding Ltd. en número de tres millones trescientos mil (3´300,000) y al señor Ross J. Beaty, en número de un millón (1´000,000) que fueran adquiridas por dichas personas el 11 de julio de 2007 hasta que CONASEV resuelva de manera definitiva la denuncia que originó la interposición de la medida cautelar.

Artículo 2º.- Declarar infundada la solicitud de medida cautelar de Talingo Corporation en el extremo referido a que se ordene la suspensión provisional de la obligación de Minera San Ignacio de Morococha S.A. de adaptarse a una sociedad anónima abierta.  
Artículo 3º.-  Disponer de oficio la suspensión de los derechos de disposición inherentes a las acciones emitidas por Compañía Minera San Ignacio de Morococha S.A. y adquiridas por Clarion Holding Ltd., en número de tres millones trescientos mil (3´300,000), y por el señor Ross J. Beaty, en número de un millón (1´000,000) el 11 de julio de 2007, hasta que no haya un pronunciamiento sobre la indicada denuncia.
Artículo 4º.- CONASEV, a través de sus órganos competentes, supervisará la eficacia de la medida cautelar, a efectos de que, si fuera necesario, ésta pueda ser variada para que no pierda eficacia, vigilando su proporcionalidad y adecuación, sin perjuicio de mantenerse atenta ante la evolución del control de Compañía Minera San Ignacio de Morococha S.A. que infrinja las normas de oferta pública de adquisición.

Artículo 5º.- Disponer que la Dirección de Emisores de la CONASEV inicie el procedimiento administrativo sancionador correspondiente contra Clarion Holding Ltd. y el señor Ross J. Beaty.

Artículo 6º.- Declarar inadmisibles los escritos de fechas 07 de mayo y 23 de junio de 2008 cursados por Clarion Holding Ltd.
Artículo 7º.- Transcribir la presente Resolución a Talingo Corporation, a Clarion Holding Ltd., al señor Ross J. Beaty y a Compañía Minera San Ignacio de Morococha S.A. y a CAVALI S.A. ICLV.
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	Alix Godos 

Secretario Técnico


� Al respecto, la Dirección de Emisores de la CONASEV señala que, sobre la base de lo dispuesto por el Artículo VIII del Título Preliminar de la LPAG, son aplicables al procedimiento administrativo las disposiciones del Código Procesal Civil y además sostiene que el dictado de una medida cautelar en forma previa al inicio de un procedimiento administrativo sancionador no solo resulta lícita, sino que asimismo resulta coherente con la finalidad que ésta busca cumplir, es decir mitigar el perjuicio potencial que podría generarse respecto del beneficiado por dicha medida en el caso que no se dictase en forma oportuna y se tuviese que esperar el inicio del procedimiento administrativo sancionador.  


� “Antes de entrar a dilucidar sobre el tema materia de institucionalidad, es pertinente precisar algunos conceptos sobre la institución de la medida cautelar. Al respecto, coincidimos con la doctrina en la definición tradicional de la medida cautelar en tanto el proceso que, sin ser autónomo, sirve para garantizar el buen fin de otro proceso, definición que también resulta aplicable a los procedimientos administrativos como el que nos ocupa”.  (Énfasis agregado)


� CHAMORRO BERNAL, Francisco. La tutela judicial efectiva. Derechos y garantías procesales derivados del artículo 24.1 de la Constitución. Barcelona: BOSCH, 1994, p.287, nota 13.   


� El 28 de junio de 2008 se publicó el Decreto Legislativo Nº 1061, norma que, entre otros, adiciona el artículo 358º a la LMV, el cual establece de manera expresa la facultad de dictar medidas cautelares con prescindencia de si se hubiera iniciado o no un procedimiento administrativo sancionador. No obstante, se trata solamente de un reconocimiento expreso puesto que en nada abunda a las consideraciones expuestas en la medida que la facultad de dictar medidas cautelares deriva del marco normativo constitucional.  


� MONROY PALACIOS, JUAN JOSÉ. Bases para la formación de una TEORÍA CAUTELAR, Lima, Comunidad, 2002, p.173.  


� Op.cit. p.175.  	


� Op.cit. p.189.  	











� 50.069925%.


� En efecto el artículo 4°, inciso c), del Reglamento de OPA establece que la adquisición o incremento de participación significativa genera la obligación de efectuar una OPA siempre que acarree que el adquirente alcance o supere una participación de 25%, 50% ó 60% en el capital social de la sociedad objetivo o que adquiera una cantidad de acciones o tenga la potestad de ejercer los derechos políticos de acciones, en una proporción tal que en cualquiera de dichos supuestos le permita: i) remover o designar a la mayoría de los directores, o ii) modificar los estatutos de la sociedad. 





� Con respecto al señor Beaty, el Informe Nº 164-2008-EF/94.06.3 señala textualmente lo siguiente: “De este modo, de acuerdo con lo señalado anteriormente, podríamos concluir que el señor Beaty acostumbraría actuar como un mero accionista inversor y especulador en el Mercado de Valores peruano y no necesariamente como un accionista controlador, por lo cual quedaría desvirtuado el INDICIO Nº 3, en virtud del cual se señalaba que las inversiones de señor BEATY representan una participación mayoritaria en las empresas, teniendo la calidad, por lo general, de accionista controlador”.   	











� El Informe Nº 164-2008-EF/94.06.3, en su página 7, reproduce lo afirmado por Clarion: 


“Respecto a las donaciones efectuadas, Clarion señala que la finalidad de las donaciones fue (i) otorgar un beneficio en especie a todos los accionistas de la sociedad (en forma de acciones cuya transferencia está parcialmente restringida), como incentivo, y (ii) liberar a SIMSA de la situación de entrampamiento y desgobierno en la que venía sumida como consecuencia del mal uso del derecho de veto estatuario, el cual posibilita que cualquiera de los tres principales accionistas (Clarion, Talingo y Orange Bay Comercial Inc. – y en su momento White Peak) pudieran, sin mayor razón, oponerse a cualquier acuerdo y generar una situación de desgobierno.


Al no existir alternativa para suprimir el derecho de veto estatuario, la única vía legal que permitió válidamente recomponer los quórums y mayorías, fue la conversión de la empresa al tipo societario de sociedad anónima abierta. De este modo, CLARION señala que el único derecho que se afecta (de manera absolutamente legítima) es el veto estatutario, el cual ha generado un desgobierno perjudicial para SIMSA y sus accionistas. En tal sentido, con la adaptación de SIMSA a una sociedad anónima abierta, se estaría consiguiendo la debida protección de las minorías”.


� Talingo señala que los perjuicios podrían configurarse con relación a lo siguiente: 


La modificación del estatuto.


Decisiones sobre la posición de la empresa en relación con cualquier cambio en el objeto social de cualquiera de las subsidiarias de la sociedad. 


La emisión de obligaciones de cualquier clase así como cualquier plan de conversión de acciones del trabajo en acciones comunes, 


La adopción de la política de distribución de dividendos o utilidades, en efectivo o en especie, así como cualquier modificación o excepción que se disponga con relación a esta. 


La compra o adquisición bajo cualquier otro título de acciones del trabajo de la sociedad. 


La emisión de obligaciones 


La enajenación en un solo acto, de activos cuyo valor contable exceda el cincuenta por ciento del capital de la sociedad


Según Talingo, otra consecuencia negativa que podría surgir en contra suya se deriva de los acuerdos de aumento de capital que Clarion y el señor BEATY podrían adoptar, previendo la limitada solvencia de  algunos accionistas minoritarios, quienes se verían impedidos en la práctica de ejercer nuestro derecho de suscripción preferente por falta de recursos económicos. 


Otra posibilidad, es que Clarion y el señor Beaty acuerden una fusión o escisión no queridas por los demás accionistas y que, por medio de ellas, se llegue a diluir el porcentaje de los demás accionistas.	


� Conforme a lo establecido en el literal B del artículo 39 del Estatuto actual de SIMSA, se requiere el voto favorable de al menos 7 de los 8 Directores de la empresa, para adoptar alguno de los siguientes acuerdos especiales: 


1. La compra o adquisición por cualquier título o la venta, arrendamiento o disposición de cualquier activo bajo cualquier título, cuyo valor sea superior a la suma de US$ 1’ 000,000.00 o su equivalente en moneda nacional, sea en una transacción individual o en una serie de operaciones relacionadas.


2. La venta, arrendamiento o disposición por cualquier título de cualquier propiedad de la sociedad.


3. La obtención de líneas de crédito, sobregiros o cualquier tipo de endeudamiento que supere la cantidad de US$ 1’000,000.00 o su equivalente en moneda nacional, sea en una operación individual o en una serie de operaciones relacionadas entre si, y con excepción del endeudamiento para capital de trabajo de corto plazo que requiera la empresa en el curso ordinario de sus actividades, siempre que no exceda de US$ 1’ 500,000.00 y por un plazo máximo de 45 días en cada caso.


4. La constitución de cualquier hipoteca, gravamen, fianza, aval, etc. que supere la cantidad de US$ 1’000, 000.00.


5. La realización de cualquier operación individual o serie relacionada de actos con cualquier afiliada de la sociedad (excluyendo a los miembros del grupo familiar) que involucre una cantidad mayor a US$ 500,000.00.


6. La realización o asunción de la obligación de realizar inversiones de capital por montos superiores a US$ 1’000,000.00.


7. La decisión de detener, suspender o restringir las labores de la empresa.


8. La celebración o modificación de cualquier contrato de comercialización de largo plazo o acuerdos similares.


9. La determinación o modificación de la política de coberturas de la empresa en contratos de derivados, futuros, hedging o convenios similares, así como la suscripción de tales contratos cuando estos alejen de la política establecida en este punto.


10. El Nombramiento y remoción del Gerente General.


11. La eventual delegación de alguna de estas facultades.	


� “Artículo 72° INCUMPLIMIENTO 


En caso de incumplimiento de las normas precedentes, se aplicarán las siguientes reglas:


a) Quien adquiera o incremente su participación significativa sin observar el procedimiento respectivo, queda suspendido en el ejercicio de los derechos políticos inherentes a las acciones adquiridas, obligado a su venta mediante oferta pública en un plazo no mayor de dos (2) meses. Mientras dure la suspensión de los valores indicados, los mismos no se computarán para el quórum.


Sin perjuicio de lo anterior, CONASEV podrá excepcionalmente determinar adicionalmente la suspensión de los derechos inherentes a las acciones que tuviese de manera previa a la adquisición o incremento de participación significativa, así como determinar que dicha tenencia previa no se computa para efectos del quórum. 


En caso de obtener una ganancia de capital como producto de la venia de las acciones adquiridas, deberá entregarla a los accionistas que le transfirieron tales valores. Es nulo todo acuerdo que se adopte ejerciendo la representación de las acciones adquiridas con prescindencia de la obligación de realizar una oferta pública de adquisición, así como todo acto de disposición que se efectúe con tales valores.


CONASEV podrá determinar los casos de excepción a la obligación de venta por oferta pública establecida en el primer párrafo del presente inciso, siempre que esto sea más beneficioso al interés del mercado y el obligado realice una oferta pública de adquisición por el 100% del capital social.


Lo dispuesto en el presente inciso es de aplicación en lo pertinente a los casos de incumplimiento de la obligación de efectuar una oferta pública de adquisición cuando se trate de supuestos distintos de la adquisición de acciones a que se refiere el primer párrafo.


CONASEV tiene personería para interponer las acciones correspondientes, con arreglo a lo normado en el Artículo 139 de la Ley General de Sociedades. El ejercicio de este derecho caduca en el plazo de un (1) año contado desde la adopción del acuerdo; y,


b) CONASEV no excluirá el valor del Registro si previamente no se ha efectuado la oferta pública de compra a que se refiere el Artículo 69”.	
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